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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 623/2018/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: *********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y SUBDIRECTORA DE LA CITADA DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD.

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a seis de noviembre de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 623/2018/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el doce de julio de dos mil dieciocho, compareció la C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución contenida en el oficio ********* de 12 de junio de 2018, emitida por la Subdirectora de la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se determina que no ha lugar a acordar de conformidad a la solicitud de la hoy actora formulada el *********, con relación a la cancelación de anotaciones de embargo de un inmueble de su propiedad.
II.- Por acuerdo de trece de julio de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que contestaran, con el apercibimiento correspondiente. Asimismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales a que se refiere en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.

III.- Mediante auto de veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo a la Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado, por sí y en representación de la Dirección del Registro Público de la Propiedad de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y a la Subdirectora del Registro Público de la Propiedad del Estado, autoridades demandadas, por contestando la demanda. Asimismo se fijaron las diez horas del día once de septiembre de dos mil dieciocho, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni de sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos.
V.- Mediante proveído de dieciséis de enero de dos mil veinte, en virtud del análisis integral a los autos que obran en el expediente en que se actúa, se advirtió la existencia de un tercero interesado al que podría afectarle la resolución definitiva que se dictara en el juicio, se regularizó el procedimiento y se requirió a la parte actora para que proporcionara el domicilio correcto del tercero interesado *********, a fin de que este Órgano Jurisdiccional estuviera en posibilidades de emplazarlo a juicio, y una vez concluidas las etapas de trámite correspondientes, en su caso, se fijaría fecha y hora para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- Por acuerdo de seis de julio de dos mil veinte, se tuvo por cumplimentado el requerimiento señalado en el resultando anterior, y se ordenó llamar a juicio al tercero interesado *********, con el apercibimiento correspondiente.
VII.- Mediante proveído de diez de septiembre de dos mil veinte, se tuvo por precluído el derecho del Tercero Interesado para apersonarse a juicio, y considerando que por acuerdo de once de septiembre de dos mil dieciocho, se llevó a cabo la audiencia de ley desahogándose las pruebas correspondientes, quedó debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción I, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la cual se determina que no ha lugar a acordar de conformidad a la solicitud de la hoy actora relativa a la cancelación de anotaciones de embargo de un inmueble de su propiedad.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 09 al 012 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio *********.

En el caso, el interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, documental pública de cuyo contenido se desprende que aparece como destinataria de la misma, entre otras, la C. ********* y mediante la cual se niega su solicitud de cancelación de las inscripciones de gravámenes de un inmueble de su propiedad. De lo que se sigue lo evidente del interés que asiste a la actora para combatir dicha resolución en el presente juicio, ya que en la misma se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos, ahí que resulta innegable que la compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio la C. *********, Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado, en representación de la Dirección del Registro Público de la Propiedad de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y la C. *********, Subdirectora del Registro Público de la Propiedad del Estado, autoridades demandadas en el presente juicio, acreditando el carácter con que comparecieron, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada de los nombramientos que les fueron expedidos, mismos que obran a fojas 041 y 060 del presente expediente, respectivamente.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 al 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.-  En los conceptos de impugnación Primer y Segundo del escrito de demanda, la parte actora sostiene lo siguiente:

“PRIMERO.- El oficio número *********, emitido por la Subdirectora de la Dirección del Registro Público de la Propiedad, con fecha 12 de Junio de 2018, es violatoria de los derechos humanos contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación directa con los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado de San Luis Potosí y artículo 10 y 19 del Reglamento Interno de la Secretaría General del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

La resolución impugnada en esta vía viola lo dispuesto y ordenado por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación con los artículos164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues la resolución impugnada se encuentra faltante de la debida resolución(sic) fundamentación y motivación requerida, fue expedida mediante dolo en su emisión y no cumplió con los requisitos esenciales del procedimiento, como tampoco se encuentra adecuadamente fundado y motivado, expidiéndolo de manera incongruente y sin resolver expresamente todos lo(sic) puntos propuestos por la suscrita y previstas en la norma.

Así respecto al artículo 16 primer párrafo de la Carta Magna, prevé que todo acto de molestia debe estar contenido en un mandamiento escrito expedido por autoridad competente en el que se funde y motiva la causa legal del procedimiento.

En tanto que los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece el primero de ellos que son elementos del acto administrativo que se encuentren fundados y motivados y el segundo de ellos que son requisitos del mismo encontrarse debidamente fundados y motivados, asentado lo anterior para entender que este precepto pormenoriza la exigencia constitucional de que todo acto de autoridad para seguridad jurídica del gobernado, debe estar fundado y motivado.

Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Jurisprudencia 260, publicada en la página 175, del Tomo VI correspondiente a la materia Común del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 1917.1995, estableció lo siguiente:

(Se transcribe)

De igual manera, el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en la tesis marcado con el Registro: 200928, publicada en el Semanario- Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IV, Noviembre de 1996, materia común, con número de tesis IX.1o.18 K, Página: 440, sobre el tema que nos ocupa, emitió el siguiente criterio:
(Se transcribe)

De donde se desprende que todo acto de autoridad debe ser emitido por autoridad competente, y atento a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Federal, el cual consagra el derecho humano de fundamentación que debe contener todo acto de autoridad, debe citarse con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad para emitir el acto de molestia cuya ilegalidad se combate.

Este derecho humano protege el valor jurídico consistente en la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a actos que afecten o lesionen su interés jurídico y por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios.

En ese tenor se exige a las autoridades que expresen todos y cada uno de los dispositivos que sirvan de sustento a las resoluciones que emitan, dichas exigencias son indispensables para efectos de otorgar en todo momento a los gobernados la seguridad y certeza jurídica de que las resoluciones de las autoridades son válidas por haber sido dictadas en forma, tiempo y lugar correctos; en caso contrario evidentemente se les dejaría en estado de absoluta indefensión.

En ese mismo orden de ideas, el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señala entre otros como elemento del acto administrativo que este sea expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto causa o motivo, o fin del acto y su emisión, cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia, estar fundado y motivado, y ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión.

SEGUNDO.- Como consta en la certificación de gravámenes de fecha *********, expedida por la Subdirectora de la Dirección de Registro Público de la Propiedad, el inmueble de mi propiedad, ubicada en *********, el cual se encuentra inscrito bajo la partida No. *********, A FOJAS *********, DEL Tomo ********* de Escrituras Públicas, existen, entre otros los siguientes gravámenes:

a) Embargo Judicial, de fecha *********, ordenado por el Juez ********* de esta Ciudad, en el expediente *********, el cual quedó inscrito ante el Registro Público de la Propiedad el *********.

b) Embargo Judicial, de fecha *********, ordenado por el Juez ********* de esta Ciudad, en el expediente *********, el cual quedó inscrito ante el Registro Público de la Propiedad el *********(sic).

Es causal de cancelación de los gravámenes antes referidos, la inactividad existente en los asientos registrales relacionados a mi propiedad, que es la inscripción de la partida No. *********, A FOJAS *********, DEL Tomo ********* de Escrituras Públicas, del Registro Público de la Propiedad y que se aprecia en la libertad de gravámenes que se anexa, que dichos embargos tienen más de 19 años desde la fecha de inscripción y no ha existido reinscripción, lo que demuestra que no ha existido actividad respecto a los mencionados gravámenes.

Por las razones expresadas anteriormente la solicitud efectuada a la autoridad demandada para la cancelación de los gravámenes que afecta el inmueble de mi propiedad, es procedente, toda vez que han transcurrido mas(sic) de 19 años desde su inscripción a la presente fecha, sin que exista reinscripción de los mismos, ni aparece constancia que haya existido actividad procesal al respecto, agregando el recibo de pago de derechos correspondientes.

Como puede observarse de mi solicitud presentada ante la autoridad demandada el *********, la suscrita solicité la cancelación de las anotaciones de embargo en la inscripción del inmueble de mi propiedad ubicado en la calle de *********, inscrito en el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, bajo la partida No. *********, a fojas *********, del Tomo ********* de Escrituras Públicas, Folio *********, de conformidad a lo establecido y ordenado por los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado de San Luis Potosí, que literalmente señalan lo siguiente:

(Se transcribe)

Disposiciones legales de las que se desprende que tratándose de inscripciones o registros definitivos de embargos, la cancelación procede a petición de parte interesada, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de la ley, la cual prevé que hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción. Y en el presente caso, la suscrita le manifesté a la autoridad demandada que había transcurrido más de tres años desde que los mismos fueron inscritos ante ese Registro Público a su cargo, sin que los mismos hayan sido reinscritos y sin que emanaran de algún caso de excepción que señala la ley para tornar improcedente esta solicitud.

Contrario a lo solicitado por la suscrita y a las facultades otorgadas a dicha autoridad por los numerales antes transcritos, emitió el oficio *********, que hoy constituye el acto impugnado y en la cual en la parte final del mismo señala lo siguiente:

(Se transcribe)

Acto impugnado que además de adolecer de los requisitos ya señalados con anterioridad, se encuentra fundada en una ley ya abrogada como lo fue la Ley del Procedimiento administrativo del Estado y Municipios de San Luis Potosí(sic), que quedó abrogada mediante decreto 0674, publicado el 18 de julio de 2017 en el Periódico Oficial del Estado y por lo cual se solicita se declare la nulidad.”
Por su parte, las autoridades demandadas al formular su contestación de demanda, sostienen la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizados los conceptos de impugnación antes precisados, esta Primera Sala Unitaria considera que los mismos son por una parte infundados e inoperantes, y por otra parte insuficientes, para decretar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

En primer término aduce la impetrante, que la resolución impugnada contenida en el oficio ********* de 12 de junio de 2018, es ilegal, toda vez que contraviene lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que no cuenta con la debida fundamentación y motivación, asimismo fue expedida mediante dolo en su emisión y no cumplió con los requisitos esenciales del procedimiento, así como de manera incongruente y sin resolver expresamente todos los puntos propuestos en su petición; manifestaciones que a consideración de esta Primera Sala Unitaria son infundadas e inoperantes.
En el escrito de solicitud que obra agregado en autos a folio 013, se advierte que la hoy actora peticionó lo siguiente:
“La cancelación de los registros definitivos de embargo, que se solicitan, son los siguientes:

1.- Anotación de embargo, con número de oficio *********, de fecha *********, tipo de embargo judicial, trabado a las 14:00 horas del día *********, ordenado por el Juez Quinto del Ramo Civil (…), en el expediente *********, relativo al Juicio Ejecutivo Mercantil promovido en mi contra e Inscrito en ese Registro a su cargo a las 1.05 horas del día 13 de octubre de 1998.

1.- Anotación de embargo, con número de oficio *********, de fecha *********, tipo de embargo judicial, trabado a las 14:00 horas del día *********, ordenado por el Juez Quinto del Ramo Civil (…), en el expediente *********, relativo al Juicio Ejecutivo Mercantil promovido en mi contra e Inscrito en ese Registro a su cargo a las 11.10 horas del día 26 de agosto de 2008.

Las anotaciones de los embargos anteriores del registro de embargo trabado a las 14:00 horas del día *********, en los autos del expediente *********, del índice del Juzgado Quinto del Ramo Civil de esta Ciudad, inscribiéndose por primera vez el ********* y reinscribiéndose el *********, transcurrieron mas(sic) de diez años sin que dicho embargo sea reinscrito, por lo tanto al tratarse de un embargo del que han transcurrido mas(sic) de tres años sin que se haya reinscrito, es por lo que se hace procedente su cancelación, toda vez que el tipo de embargo no es para garantizar alimentos, créditos laborales o aquellos que por ministerio de ley deban ser ordenados por autoridad competente.
Lo anterior petición se funda en lo dispuesto por los numerales 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
(…)”

De cuyo contenido se desprende, que la hoy impetrante solicitó ante la autoridad demandada la cancelación de las referidas anotaciones de embargo inscritas los días ********* y  *********, manifestando que procedía su petición al haber transcurrido más de tres años de su inscripción, sin que se hayan reinscrito, y además porque el tipo de embargo no era para garantizar alimentos, créditos laborales o aquellos que por ministerio de ley deban ser ordenados por autoridad competente, petición que fundamentó en los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

La autoridad demandada en respuesta a la petición anterior, consignó en la resolución impugnada lo siguiente:
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De la reproducción anterior, se advierte que contrario a lo argüido por la actora, la autoridad demandada sí se pronunció respecto a su solicitud, además de que la resolución impugnada cumple con el aspecto formal de la garantía de fundamentación y motivación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Federal y su finalidad, que se traducen en explicar, justificar y posibilitar la defensa y comunicar la decisión, para lo cual si bien no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, tampoco es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para ello, a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado el acto de autoridad; lo cual en la especie sucedió, ya que con los motivos y fundamentos expuestos en el acto controvertido, se explicó y justificó a la ahora impetrante la improcedencia de su solicitud de cancelación de anotaciones registrales, siendo evidente y muy claro para la actora poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Es aplicable, la Jurisprudencia I.4o.A. J/43, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 175082 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIII, Mayo de 2006 

Materia(s): Común 

Tesis: I.4o.A. J/43 

Página: 1531 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.”

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En efecto, ya que en la respuesta recaída a la petición formulada por la hoy actora en cuestión, se advierte que la autoridad para determinar que no ha lugar a acordar de conformidad lo solicitado, se sustenta, entre otros, en lo previsto en el párrafo segundo del numeral 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, señalando que partiendo de que el registro público de la Propiedad, es una institución de buena fe, encargada de llevar a cabo el procedimiento registral que nace para brindar certeza jurídica de los actos debidamente inscritos, siendo los efectos de tal inscripción meramente declarativos, esto es, el registro o inscripción del acto únicamente sirve para producir efectos ante terceros, de lo cual resulta que la autoridad registral no puede llevar a cabo la cancelación solicitada, toda vez que conforme a la ley de la materia, para la cancelación de cualquier derecho inscrito, es necesario el consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, mismas que se hará constar en instrumento público otorgado ante fedatario público, o por resolución judicial, por ende, para proceder a cualquier modificación o cancelación de los asientos, se requiere el consentimiento de dicho titular registral y sus causahabientes, atento a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Federal. 
Agregando la autoridad, que la hoy actora deberá hacer valer sus acciones ante las instancias correspondientes conforme al procedimiento respectivo, es decir, en la vía extraordinaria civil regulada en el artículo 141, fracción XIX del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, por lo que deberá tramitar el juicio respectivo ante la autoridad competente a efecto de que se cancelen las anotaciones registrales.
Lo anterior, aunado a que para determinar que no ha lugar a acordar de conformidad lo solicitado, la emisora se sustenta además en diversos argumentos, relacionados con el supuesto de cancelación a petición de parte interesada, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción, que prevé el párrafo segundo del numeral 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; lo cual es suficiente para explicar, justificar y posibilitar la defensa de la hoy actora, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, sin que sea válido exigirle a la autoridad una amplitud o abundancia superflua; de ahí que la simple manifestación de la actora en el sentido de que la resolución no se encuentra debidamente fundada y motivada es infundada, pues dicha resolución como ya se dijo, cumple con el aspecto formal de la garantía de fundamentación y motivación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Federal y su finalidad, máxime si como en la especie la imperante no formuló conceptos de impugnación para controvertir los referidos fundamentos y motivos en que descansa dicha decisión.
De esa guisa, las afirmaciones de la actora en el sentido de que la resolución impugnada, fue expedida mediante dolo en su emisión y no cumplió con los requisitos esenciales del procedimiento, así como de manera incongruente y sin resolver expresamente todos los puntos propuestos en su petición; sin que, de lo anteriormente expuesto se señale ni concrete algún razonamiento capaz de ser analizado, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse a los fundamentos, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación; a consideración de esta Juzgadora son inoperantes, ya que son meras afirmaciones sin sustento o fundamento alguno que las sustenten, por lo que son ambiguas y superficiales.

En efecto, pues todo argumento que no combata los fundamentos y razones que sustentan el acto administrativo, o que no estén dirigidos a descalificar o evidenciar la ilegalidad de las consideraciones que lo sustentan, será inatendible.
Tienen aplicación las Jurisprudencias Nos. I.4o.A. J/48 y 1a./J. 81/2002, sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXV y XVI; Enero de 2007 y Diciembre de 2002; Páginas 2121 y 61, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.”

”CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO. El hecho de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya establecido en su jurisprudencia que para que proceda el estudio de los conceptos de violación o de los agravios, basta con que en ellos se exprese la causa de pedir, obedece a la necesidad de precisar que aquéllos no necesariamente deben plantearse a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pero ello de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues es obvio que a ellos corresponde (salvo en los supuestos legales de suplencia de la queja) exponer razonadamente el porqué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren. Lo anterior se corrobora con el criterio sustentado por este Alto Tribunal en el sentido de que resultan inoperantes aquellos argumentos que no atacan los fundamentos del acto o resolución que con ellos pretende combatirse.”
Asimismo sirve de apoyo a lo anterior, las tesis de jurisprudencia VI.2o. J/321, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Octava

Registro: 210782 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Núm. 80, Agosto de 1994 

Materia(s): Común 

Tesis: VI.2o. J/321 

Página: 86 

“AGRAVIOS. NO LO SON LAS AFIRMACIONES QUE NO RAZONAN CONTRA LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO QUE ATACAN. No puede considerarse como agravio la simple manifestación y opinión del recurrente de inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida por considerarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con razonamientos, los que la hayan fundado.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Máxime, en la resolución impugnada la autoridad manifestó su incompetencia para llevar a cabo la cancelación solicitada, expresando para ello los fundamentos y motivos que sustentan la referida decisión, sin que la impetrante formulara conceptos de impugnación en contra de los mismos, por lo que la autoridad demandada partiendo de esa determinación, no estaba obligada a cancelar las anotaciones registrales de mérito y, menos aún a pronunciarse respecto al cumplimiento de ciertos requisitos manifestados, consistentes en que transcurrió más de tres años de la inscripción de los registros, sin que se hayan reinscrito, y que además el tipo de embargo no era para garantizar alimentos, créditos laborales o aquellos que por ministerio de ley deban ser ordenados por autoridad competente, para la procedencia de la cancelación de las dos anotaciones de embargo en cuestión, pues la actora no desvirtuó la validez de dicha resolución, es decir, no combatió la legalidad de los fundamentos, razones decisorias o argumentos en que descansa el mérito de la decisión.
Por otro lado aduce la impetrante en el segundo concepto de impugnación, que la resolución que impugna es ilegal, toda vez que transgrede lo dispuesto en los numerales 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, pues considera se encuentran satisfechos los requisitos a que se refiere el artículo 62 fracción VI de la citada ley, por lo que debió ser procedente su petición realizada el *********, y declararse la cancelación de las inscripciones de los embargos judiciales de fecha *********, ordenados por el Juez ********* de esta Ciudad, en el expediente *********, los cuales quedaron inscritos ante el Registro Público de la Propiedad del Estado, el ********* y *********(sic), respectivamente, ambos relativos al inmueble de su propiedad ubicado en Calle *********, Colonia *********, Código Postal *********, de esta Ciudad, ya que aduce ha transcurrido más tres años desde su inscripción ante el referido Registro Público de la Propiedad (19 años) y no ha existido reinscripción de los mismos, lo que demuestra que no ha existido actividad respecto a los mencionados gravámenes, sin que además se actualice algún caso de excepción que establece la ley, agregando el recibo de pago de derechos correspondiente. Aunado a que dicha resolución se encuentra fundada en una ley abrogada, tal es el caso de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En ese tenor, es menester citar las disposiciones legales en que se apoya la parte actora para considerar que debe declararse procedente la cancelación de la inscripción de los embargos que refiere; para lo cual cita los numerales 61 y 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que disponen lo siguiente:
“ARTÍCULO 61. Las inscripciones no se extinguen sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio o derecho real inscrito a favor de otra persona. 

La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial. Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción. 

Las anotaciones preventivas podrán ser canceladas sólo por caducidad, por realizarse el registro definitivo, o por cancelación ordenada o autorizada por el funcionario o autoridad competente.” 

“ARTÍCULO 62. Podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando: 

…

VI. Tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito; con excepción del embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquéllos que por Ministerio de Ley deban ser ordenados por las autoridades competentes.

(…)”
El precepto transcrito en primer término, establece que la cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de la persona a cuyo favor está hecha; y exige como requisito que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario o por resolución judicial.

El propio precepto establece que podrá ser cancelada a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, esto es, por el consentimiento de la persona a cuyo favor está hecha la inscripción, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de la ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción.

Es decir, el precepto en comento establece dos formas para hacer la cancelación de una inscripción; la primera, por consentimiento de la persona a cuyo favor está hecha, supuesto en el que se exige que ese consentimiento se hará constar en instrumento público otorgado ante notario o por resolución judicial; y la segunda, a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, esto es, por el consentimiento de la persona a cuyo favor está hecha la inscripción, y este supuesto exige que el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción.

Por otra parte, el segundo precepto concretamente en su fracción VI, establece que podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando se trate de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito, y señala las excepciones en tratándose de embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquellos que por ministerio de ley deban ser ordenados por las autoridades competentes.

Ahora, en relación a este último supuesto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado que no basta el solo transcurso del término de tres años, a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que se pueda ordenar su cancelación, sino que es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor del juicio que le dio origen, que haga racionalmente presumir, para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las partes, que deba privar de fuerza al embargo.
Lo anterior, conforme la jurisprudencia 349, sostenida por la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 294, del Tomo IV, Civil, Jurisprudencia SCJN, Apéndice 2000, Quinta Época, con número de registro 913291, del rubro y texto siguientes:

“REGISTRO PÚBLICO, CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES DE EMBARGOS EN EL.- No basta el solo transcurso del término de tres años, a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que se pueda ordenar su cancelación, sino que es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor, que haga racionalmente presumir, para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las partes, que deba privar de fuerza al embargo.”
Consecuentemente, para que proceda la cancelación de las inscripciones establecidas en el artículo 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, además del transcurso del referido lapso, a fin de otorgar certeza jurídica respecto de la situación que pueda generar, debe preceder una determinación judicial en ese sentido, que considere lo expuesto por el Máximo Tribunal del País en el criterio señalado, en observancia del derecho fundamental de seguridad jurídica.
Interpretación que privilegia la seguridad jurídica que debe imperar respecto de los asientos registrales, protegiendo este derecho fundamental de las personas beneficiarias de éstos. Lo anterior, ya que el fin primordial del Registro Público de la Propiedad es salvaguardar, precisamente, ese derecho respecto de las inscripciones que se realizan para identificar a los propietarios de los inmuebles inscritos o de los derechos reales registrados, y con ello impedir su dilapidación a través de figuras fraudulentas en las enajenaciones y gravámenes, por ello, no puede existir flexibilidad en la cancelación de las inscripciones que sobre aquéllos se realicen.
Resulta aplicable, por analogía, la diversa tesis aislada publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXXVII, página 827, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

“REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD, CANCELACION DE INSCRIPCIONES EN EL. Para que se extinga una inscripción en cuanto a tercero, es indispensable que sea cancelada, según preceptúa el artículo 3029 del Código Civil del Distrito Federal, y la cancelación puede llevarse a efecto por consentimiento de las partes o por decisión judicial, de acuerdo con el artículo 3030, estando perfectamente relacionado con esas disposiciones, el artículo 3032, fracción VI, al decir que puede pedirse y deberá ordenarse la cancelación total de una cédula hipotecaria o de un embargo, cuando hayan transcurrido tres años desde su fecha. Ahora bien, no puede pretenderse que la inscripción, por el sólo transcurso de tres años, caduca o pierde su fuerza legal en cuanto a tercero, pues no pedida su cancelación ni acordada, consiguientemente, conserva toda su fuerza. Por otra parte la Suprema Corte de Justicia ha establecido, que no basta el transcurso de tres años, para que pueda ordenarse la cancelación de una inscripción de embargo o de cédula hipotecaria, sino que es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor en el juicio.”
En el caso, la parte actora refirió ser propietaria del inmueble ubicado en Calle *********, Colonia *********, Código Postal *********, de esta Ciudad, asimismo se desprende de sus manifestaciones y del Certificado de Libertad de Gravámenes de 10 de noviembre de 2016, el cual obra agregado en autos a folios 017 al 020, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público, que desde el ********* y *********, se presentó al Registro Público de la Propiedad y de Comercio de esta ciudad para su inscripción un embargo judicial trabado sobre dicho inmueble, siendo la parte embargante el C. *********, y que dicho embargo y su reinscripción quedaron inscritos bajo las anotaciones de embargo números de oficio ********* y *********, respectivamente.
Así, la impetrante solicitó la cancelación de la inscripción de embargo, porque refirió que transcurrieron más de tres años desde la fecha de su inscripción (más de 19 años), sin que exista reinscripción del mismo, y su petición la fundamentó en los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en particular en lo dispuesto en la fracción VI del precepto citado en último orden, aludiendo que tampoco se encontraba en los supuestos de excepción establecidos en dicho precepto.
Precisado lo anterior, cabe decir que deviene ineficaz el concepto de impugnación que nos ocupa, pues descansa en la simple manifestación de la enjuiciante de que se actualizan los supuestos establecidos en el artículo 62, fracción VI de la Ley en comento, esto es, que debía cancelarse la inscripción del embargo, en razón de que habían transcurrido más de tres años desde la fecha de inscripción del mismo y no haberse reinscrito, así como no encontrarse en algún caso de excepción que señala dicho precepto; sin embargo, soslaya la impetrante que en las ejecutorias que formaron la tesis jurisprudencial número 298, antes transcrita, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, reiteradamente sostuvo el criterio de que no basta el solo transcurso del término de tres años a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que su cancelación se ordene, sino es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor del juicio que les dio origen, que haga racionalmente presumir para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las que deba privar de fuerza al embargo, circunstancia ésta última que no se acredita en el presente juicio, pues no se advierte determinación judicial en ese sentido; de ahí que la pretensión de la actora de que se actualice el segundo de los supuestos de cancelación de un registro a que se alude el artículo 61, segundo párrafo, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistente en la cancelación a petición de parte, entre otros supuestos, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley, en relación con el precepto citado en primer orden, sea insuficiente. 
A mayor abundamiento, es inconcuso que el acto de inscripción en el Registro Público le atribuye derechos a la persona a cuyo beneficio se hizo el registro, por lo que dicho precepto en comento (artículo 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí), si bien faculta a pedir la cancelación total de la inscripción de un embargo cuando hayan transcurrido tres años desde la fecha de tal inscripción; también cierto lo es, que no autoriza a la autoridad registral a hacer dicha cancelación, sin audiencia del embargante interesado en que subsista la inscripción relativa a un embargo, pues tal presunción en que radica la existencia del artículo 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, derivada del simple transcurso del término a que literalmente alude, se destruye objetivamente, en virtud de cualquier promoción de la parte interesada, desaparece dicha presunción y deja de aplicarse la prevención legal en cuestión.
Sirve de apoyo a lo anterior las tesis aisladas que enseguida se transcriben:

Época: Séptima 

Registro: 242266 

Instancia: Tercera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen 22, Cuarta Parte 

Materia(s): Civil 

Tesis: 

Página: 73 

“REGISTRO PUBLICO, CANCELACION DE INSCRIPCIONES DE EMBARGOS EN EL. En las ejecutorias que formaron la tesis jurisprudencial número 298, esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reiteradamente sostuvo el criterio de que no basta el solo transcurso del término de tres años a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que su cancelación se ordene; sino es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor, que haga racionalmente presumir para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las que deba privar de fuerza al embargo y es natural que cuando la presunción en que radica la existencia del precepto legal, derivada del simple transcurso del término a que literalmente alude, se destruye objetivamente, en virtud de cualquier promoción de la parte interesada, desaparece dicha presunción y deja de aplicarse la prevención legal en cuestión.”
Amparo directo 3954/69. Ana María Tabares viuda de Silva. 2 de octubre de 1970. Cinco votos. Ponente: Mariano Ramírez Vázquez.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1965, Cuarta Parte, Tercera Sala, tesis 298, página 912, bajo el rubro "REGISTRO PUBLICO, CANCELACION DE INSCRIPCIONES DE EMBARGOS EN EL.".

Época: Octava 

Registro: 211865 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XIV, Julio de 1994 

Materia(s): Civil 

Tesis: VI.2o.424 C 

Página: 771 

“REGISTRO PUBLICO. CANCELACION DE INSCRIPCIONES EN EL. Para que pueda cancelarse una inscripción en el Registro Público debe oírse a la persona a cuyo beneficio se hizo el registro, porque las prevenciones del artículo 14 constitucional están por encima de cualquier otro precepto legal.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 300/90. Terrenos y Construcciones de Puebla, S.A. 18 de septiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván.

Amparo en revisión 155/89. Transportes Unidos de la Malintzi, Sociedad Anónima de Capital Variable. 29 de junio de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Nelson Loranca Ventura.

Véase: Apéndice de Jurisprudencia 1917-1985. Cuarta Parte, Tesis 253, Pág. 717.

Quinta Época, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo CII, Materia(s): Administrativa, Civil, Página: 600

“REGISTRO PUBLICO, CANCELACION DE INSCRIPCIONES EN EL. Para llevarse a cabo la orden de cancelación de una reinscripción o inscripción en el Registro Público, en términos de legalidad, respecto de un embargo, debe ser oído el embargante, ya que el acto de inscripción en el Registro Público le atribuye derechos.”
Asimismo, por analogía, sirven de sustento las tesis siguientes:
Época: Octava 

Registro: 214384 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XII, Noviembre de 1993 

Materia(s): Civil 

Tesis: IX.1o. 142 C 

Página: 345 

“EMBARGOS. CANCELACION DE SU INSCRIPCION EN EL REGISTRO PUBLICO (LEGISLACION DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI). La interpretación conjunta de las disposiciones relativas a la extinción de las inscripciones en el Registro Público, contenidas en el capítulo V del título segundo, de la tercera parte del libro cuarto del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, lleva a concluir que fuera del caso en que la cancelación de una inscripción registral se haga por consentimiento de las partes; para realizarla válidamente, es necesario oír a los interesados, ya sea a través de un incidente o de un juicio; sin que sea obstáculo para ello, la facultad que concede el artículo 2861, fracción VI de pedir y a ordenar la cancelación total de la inscripción de un embargo cuando hayan transcurrido tres años desde la fecha de tal inscripción, puesto que el propio precepto no autoriza a hacer dicha cancelación, sin audiencia del embargante interesado en que subsista la inscripción relativa a un embargo.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.

Amparo directo 274/93. Ma. de la Luz Zambrano viuda de Adame en representación de la sucesión intestamentaria a bienes de Othón Armando Adame Galván. 2 de septiembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Baltazar Alvear. Secretario: Esteban Oviedo Rangel.

Época: Séptima 

Registro: 252018 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen 121-126, Sexta Parte 

Materia(s): Civil 

Tesis: 

Página: 176 

“REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD. GARANTIA DE AUDIENCIA EN LA CANCELACION DE INSCRIPCIONES. EMBARGO (LEGISLACION DEL ESTADO DE JALISCO). La interpretación conjunta de los artículos 2967, 2969, fracción VI, y 2982, todos del Código Civil del Estado de Jalisco, no deja lugar a dudas de que, fuera del caso en que la cancelación de una inscripción registral se haga por consentimiento de las partes, para realizarla válidamente es necesario oír a los interesados, ya sea a través de un incidente o de un juicio, según las hipótesis que prevé el último de los preceptos citados. En tales circunstancias, cuando el director y el subdirector del Registro Público de la Propiedad llevan a cabo la cancelación de un embargo sólo a petición del propietario del inmueble y fuera de todo procedimiento, es claro que violan en perjuicio del embargante la garantía de audiencia prevista por el artículo 14 constitucional. A lo acabado de expresar no son obstáculo el artículo 2969, fracción VI, ya invocado, del Código Civil de Jalisco, y el diverso numeral 126 del Reglamento del Registro Público de la Propiedad del mismo Estado, pues el primero de esos preceptos faculta a pedir y a ordenar la cancelación total de la inscripción de un embargo cuando hayan transcurrido tres años desde la fecha de tal inscripción, pero no autoriza a hacer dicha cancelación sin audiencia del embargante; y en cuanto al segundo de esos preceptos -el cual apartándose de su finalidad reglamentaria estatuye la anulación automática de las inscripciones a que se refiere y faculta al registrador para hacer cancelaciones por solicitud de cualquier interesado y sin necesidad de orden judicial-, es necesario considerar que no puede tener el alcance de nulificar normas de mayor jerarquía, como son las anteriormente mencionadas, conforme a las cuales debe, a pesar de tal disposición reglamentaria, respetarse la garantía de audiencia en favor del interesado en que subsista la inscripción del embargo.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo en revisión 582/78. José Sainz Jiménez. 9 de febrero de 1979. Unanimidad de votos. Ponente: J. Guadalupe Torres Morales. Secretario: José Montes Quintero.

(Énfasis añadido)

Aunado a lo anterior, conforme a lo expuesto por la actora, la inscripción se realizó por virtud de un embargo judicial trabado en el bien inmueble de su propiedad, por lo que evidentemente la orden de inscripción de embargo fue determinada por autoridad judicial, por lo que es claro que la determinación de inscripción de los gravámenes de referencia tiene su origen en un procedimiento instaurado ante un Juez del Ramo Civil, aunado a que las inscripciones están vinculadas con la declaración de un derecho real cuyo reconocimiento judicial compete a las autoridades del ramo, es inconcuso que, si como en la especie, se trata de embargos trabados en las controversias jurisdiccionales, cualquier situación que impacte a ellos o su registro, debe analizarse previamente por el Juez que ordenó la inscripción o la anotación para su validez, por ser el único que cuenta con los elementos necesarios para resolver la procedencia de la cancelación de la anotación materia de registro, atento al estadio procesal del juicio en que se trabó el embargo anotado, pensar lo contrario, se tendría el riesgo de que se emitieran resoluciones contradictorias, pues un Juzgador podría ordenar la cancelación de un registro, inadvirtiendo las constancias del procedimiento que lo originaron, mientras que otro que ordenó el registro, pudiera llegar a rematar el bien, o incluso, significaría permitir al afectado con esa medida, que dolosamente evada el cumplimiento de las obligaciones controvertidas en juicios distintos, en los que adquirió obligaciones con terceros quienes llevaron a cabo actos sobre la base de que el inmueble constituía el respaldo de la deuda que adquirió el deudor; de ahí que sea menester que la cancelación de la inscripción pueda hacerse por resolución judicial o bien por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, conforme al numeral 61 de la Ley citada.

Sirven de apoyo a lo anterior, por analogía, las tesis cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2016148 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 51, Febrero de 2018, Tomo III 

Materia(s): Civil 

Tesis: I.12o.C.21 C (10a.) 

Página: 1381 

“ASIENTOS REGISTRALES. ES AUTORIDAD COMPETENTE PARA ORDENAR SU CANCELACIÓN, LA QUE CONOCIÓ DEL PROCEDIMIENTO QUE LE DIO ORIGEN A LA ANOTACIÓN DE EMBARGO (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1393 DEL CÓDIGO DE COMERCIO Y, 3030, 3031 Y 3035 DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, SUPLETORIO DEL PRIMERO). De una interpretación armónica y sistemática de los artículos señalados que regulan la función registral y la naturaleza jurídica del embargo, se concluye que tratándose de la anotación de embargos, sólo el juzgador que conoció del asunto, que dio origen a la anotación, puede ordenar su cancelación, al ser el único que tiene al alcance las constancias de autos para determinar si procede o no. Si se trata de embargos trabados en las controversias jurisdiccionales, cualquier situación que impacte a ellos o su registro, debe analizarse previamente por el Juez que ordenó la inscripción o la anotación para su validez, por ser el único que cuenta con los elementos necesarios para resolver la procedencia de la cancelación de la anotación materia de registro, atento al estadio procesal del juicio en que se trabó el embargo anotado. Pensar lo contrario, es decir, aplicar la regla general a todo tipo de anotaciones registrales, tendría el riesgo de que se emitieran resoluciones contradictorias, pues un Juez podría ordenar la cancelación de un registro, inadvirtiendo las constancias del procedimiento que lo originaron, mientras que otro que ordenó el registro, pudiera llegar a rematar el bien. Además, significaría permitir al afectado con esa medida, que dolosamente evada el cumplimiento de las obligaciones controvertidas en juicios distintos, en los que adquirió obligaciones con terceros quienes llevaron a cabo actos sobre la base de que el inmueble constituía el respaldo de la deuda que adquirió el deudor, pues hay que tener presente que las inscripciones en el Registro Público de la Propiedad, aun cuando no son constitutivas de derechos, sino declarativas de éstos y de conformidad con el artículo 3013 del Código Civil Federal la preferencia entre derechos reales sobre una misma finca u otros derechos, se determinará por la prioridad de su inscripción, cualquiera que sea la fecha de su constitución. De cancelarse un registro previo por el Juez que no conoció del asunto, provocaría indefensión a los terceros que cuentan con ese registro.

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 162/2017. Alejandro Zendejas Ramírez. 9 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Fernando Aragón González.

Esta tesis se publicó el viernes 02 de febrero de 2018 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Máxime, como se dilucidó en párrafos precedentes, la autoridad demandada en la resolución impugnada, determinó que la hoy actora debía hacer valer su acción de cancelación de registro que nos ocupa, ante la instancia correspondiente (vía extraordinaria civil), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 141, fracción XIX del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, del tenor siguiente:

“ART. 414.- Se tramitarán como juicios extraordinarios:

…

XIX.- Los que tengan por objeto las inscripciones o cancelaciones de las mismas, en las oficinas del Registro Público de la Propiedad;

(…)”
De cuyo contenido se advierte, que se tramitarán como juicios extraordinarios, entre otros, los que tengan por objeto las inscripciones o como en la especie, las cancelaciones de las mismas en las oficinas del Registro Público de la Propiedad; sin que la impetrante, se reitera, haya formulado conceptos de impugnación para controvertir el referido mérito de la decisión.

Por otra parte, la simple manifestación de la actora en el sentido de que la resolución impugnada se encuentra fundada en una ley abrogada, tal es el caso de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; a consideración de esta Juzgadora es fundada pero insuficiente para decretar la ilegalidad de la resolución impugnada.

Lo anterior es así, pues si bien es cierto la resolución impugnada se fundamenta, entre otros, en los artículos 4, 5, 10, 19 fracción X y 40 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que establecen los elementos y requisitos del acto administrativo; asimismo que será válido el acto administrativo hasta en tanto su invalidez no haya sido declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según sea el caso; la obligación de las dependencias y entidades en relación con los particulares, entre otras, de dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones les formulen; y cuándo debe entenderse personalmente con el interesado una notificación.
También cierto lo es, que la actora soslaya que para que un acto administrativo sea declarado ilegal, no basta que se demuestre una omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes o se actualicen vicios del procedimiento, sino además dichas omisiones o vicios del procedimiento conforme a lo dispuesto en el artículo 250, fracciones II y III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, deben necesariamente afectar las defensas del impetrante y trascender al sentido de la resolución impugnada, por tanto, sin la demandante no expone razonadamente un argumento del cual se desprenda cómo afectó sus defensas la cita de los preceptos a que alude y cuál fue la trascendencia al sentido de la resolución impugnada, tales manifestaciones son ineficaces para declarar la ilegalidad de dicha resolución; de ahí lo insuficiente de la manifestación en estudio.
En las relatadas condiciones, si la emisora del acto para determinar que no ha lugar a acordar de conformidad lo solicitado por la aquí actora, se sustenta entre otros en lo previsto en el párrafo segundo del numeral 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, señalando que partiendo de que el registro público de la Propiedad, es una institución de buena fe, encargada de llevar a cabo el procedimiento registral que nace para brindar certeza jurídica de los actos debidamente inscritos, siendo los efectos de tal inscripción meramente declarativos, esto es, el registro o inscripción del acto únicamente sirve para producir efectos ante terceros, de lo cual resulta que la autoridad registral no puede llevar a cabo la cancelación solicitada, toda vez que conforme a la ley de la materia, para la cancelación de cualquier derecho inscrito, se hará constar en instrumento público otorgado ante Notario Público, o por resolución judicial, es por lo cual resulta legal su actuación, al no actualizarse ninguno de los supuestos previstos en dicha norma legal.


Lo anterior, aunado a que no obstante de que la emisora del acto para determinar que no ha lugar a acordar de conformidad lo solicitado, se sustenta además en diversos argumentos, relacionados con el supuesto de cancelación a petición de parte interesada, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción, que prevé el párrafo segundo del numeral 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sin embargo, la accionante en el presente juicio no formulo conceptos de impugnación a este respecto.

Así las cosas, esta Juzgadora considera que ante lo infundado e insuficiente de los argumentos de impugnación y sobre la base en las consideraciones anteriores, al no acreditar la demandante que en relación con la resolución contenida en el oficio ********* de 12 de junio de 2018, emitida por la Subdirectora de la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se determina que no ha lugar a acordar de conformidad con lo solicitado por la hoy actora, en razón de que deberá hacer valer sus acciones ante la autoridad competente, a efecto de que sus peticiones sean ejecutadas conforme a derecho, por los razonamientos expresados en dicha resolución y a fin de no contravenir a los ordenamientos legales aplicables, por lo que se le niega lo peticionado en términos del artículo 56, fracción I, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con el diverso 414, fracción XIX del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí; se actualice alguna de las hipótesis de ilegalidad de los actos administrativos previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevalece la presunción de legalidad de la referida resolución controvertida, presunción que se encuentra prevista para los actos de autoridades administrativas en el segundo párrafo del artículo 248 del propio Código, en consecuencia, es procedente reconocer la LEGALIDAD y VALIDEZ del referido acto administrativo impugnado, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora no probó su pretensión, en consecuencia;

TERCERO.- Se reconoce la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución contenida en el oficio ********* de 12 de junio de 2018, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, así como por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
